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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMBNTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA POPULAR DE CHINA RELATIVO AL FOMENTO Y PROTECCION RECIPROCA DE LAS INVERSIONES".





HONORABLE CÁMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China relativo al fomento y promoción recíproca de las inversiones", sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.





I. ANTECEDENTES GENERALES.





1. E1 23 de marzo de 1994, los Gobiernos de Chile y de la República Popular de China suscribieron este tratado bilateral, fundados en las consideraciones que se explican en seguida.





En primer término, lo hacen con el propósito de crear condiciones favorables para las inversiones que las personas naturales o jurídicas chilenas o las personas naturales o entidades económicas chinas efectúen en el territorio del otro Estado;





En segundo lugar, los anima su reconocimiento de que el fomento, la promoción y la protección recíproca de sus inversiones en el otro país estimulará las iniciativas comerciales de sus inversionistas e incrementará la prosperidad de ambos pueblos, y





Por último, se inspiran en el deseo de intensificar la cooperación económica bilateral, sobre la base de la igualdad y de los beneficios mutuos.





2. Del mensaje del Presidente de la República, suscrito, además, por los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda, se desprende, en lo sustancial, que con este tratado se continúa la política iniciada en la pasada Administración, con la incorporación de nuestro país al Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados y la negociación de diversos acuerdos sobre fomento y protección de inversiones que se remiten a los mecanismos de solución de controversias establecidos en dicho convenio, entre los cuales se encuentran los suscritos con la República Federal de Alemania, la Confederación Suiza, Argentina, Dinamarca, Noruega, Ecuador, Brasil, Finlandia, España, Francia, Italia, la Unión Económica Belgo-Luxemburguesa y Venezuela.





E1 convenio mencionado fue aprobado por el Congreso Nacional durante el período legislativo anterior; ha sido promulgado mediante el decreto supremo N° 1.304, de 1991, y publicado, como ley de la República, en el Diario oficial del 9 de enero de 1992.





La celebración de este nuevo tratado demuestra, según lo expresa el mensaje, el interés del Gobierno en mantener y acrecentar los flujos de capitales foráneos hacia el país, como un necesario aporte a las políticas de desarrollo económico y social.





3. Como se os ha señalado en casos anteriores, estos tratados sobre fomento y protección de inversiones se orientan en principios comunes, entre los que se encuentran:





� E1 de la libre transferencia del capital, sus intereses y utilidades desde el Estado receptor de la inversión al Estado de origen del inversionista.





� E1 del tratamiento nacional y el de la nación más favorecida a favor del inversionista de la otra Parte.





� E1 de la inexpropiabilidad de la inversión, a menos que se la decida legalmente, por causa de utilidad pública, de bien común o de interés nacional, y previo pago de una indemnización adecuada y oportuna.





� E1 de la protección del inversionista de la otra Parte de riesgos no comerciales.





� E1 de solución de controversias entre el inversionista y el Estado receptor por medio del arbitraje internacional. obligatorio, conforme al procedi�miento regulado en el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados.





4. Finalmente, entre los antecedentes generales, que preceden a la reseña del tratado en trámite, cabe señalar que el Comité de Inversiones Extranjeras proporcionó a vuestra Comisión un cuadro de la inversión china en nuestro país, autorizada y materializada conforme al decreto ley N°� 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, en el período 1974�1993, que se acompaña como documento anexo a este informe, para mejor ilustración de la H. Cámara.





Según tal cuadro, la inversión proveniente de la República Popular de China asciende a treinta millones cuatrocientos mil dólares estadouni�denses, lo que representa el 1% del total autorizado en el período a sesenta países y cuatro organismos internacionales, y el 2,9% del total autorizado a doce países asiáticos. Los sectores de la actividad económica nacional que han recibido esta inversión han sido, principalmente, la industria, la minería y los servicios.





II.- RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO EN TRAMITACION.





Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final de este informe, consta de trece artículos, los que, fundamentalmente, regulan los compromisos que se detallan a continuación.





En primer lugar, establecen el compromiso recíproco de los Gobiernos de Chile y de la República Popular de China, también denominados en el convenio como las Partes Contratantes, de promover las inversiones que sus nacionales (personas naturales o jurídicas) realicen en el territorio del otro Estado, en conformidad a la legislación y reglamentación de éste.





Para estos efectos, se entiende que el término "territorio" significa el territorio de las Partes Contratantes, según lo definido en sus leyes, y las áreas adyacentes sobre las que tengan derechos de soberanía o jurisdicción en conformidad con el derecho internacional (N° 4 del. artículo 1).





También, para los efectos del convenio, se declara que el término "inversión" significa todo tipo de bienes invertidos y, en particular, aunque no exclusivamente, incluye bienes muebles e inmuebles y otros derechos de propiedad,, tales como hipotecas y prendas; acciones, capital accionario y cualquier tipo de participación en compañías; derechos de autor, derechos de propiedad industrial, conocimientos técnicos y procesos tecnológicos, y concesiones otorgadas por ley, incluidas las concesiones para explorar o explotar recursos naturales (N° 1 del artículo 1).





Consecuentemente con el compromiso de promover las inversiones provenientes del otro Estado, cada Parte Contratante deberá conceder asistencia y facilidades para la obtención de visas y permisos de trabajo a los nacionales de la otra Parte Contratante, en relación con las actividades inherentes a sus inversiones (artículo 2).








Desde el punto de vista temporal, este convenio se aplicará a las inversiones anteriores o posteriores a su vigencia, pero no cubrirá las divergencias o controversias anteriores a su entrada en vigor (artículo 11).





En segundo lugar, los Gobiernos se comprometen a proteger las inversiones que se efectúen al amparo de este convenio y a otorgarles un tratamiento justo y equitativo, que no será menos favorable que el concedido a las inversiones y actividades relacionadas con las inversiones de inversionistas de un tercer Estado (N°s. 1 y 2 del artículo 3).





Se excluyen de tal tratamiento las preferencias concedidas en el marco de una unión aduanera, zona de libre comercio, unión económica, acuerdo de doble tributación o de comercio fronterizo (N° 3 del artículo 3).





E1 tratamiento a la inversión, por otra parte, no podrá ser menos favorable que el contemplado por la legislación interna a favor del inversionista nacional (artículo 10).





En tercer lugar, los Gobiernos de Chile y de la República, Popular de China se comprometen a no expropiar ni nacionalizar o tomar medidas similares contra inversiones hechas en su territorio por inversionistas del otro Estado, a menos que sea por utilidad pública o interés nacional, en virtud de procedimientos legales, sin discriminación, y previa indemnización equivalente al valor real que la inversión expropiada tenía inmediatamente antes de la expropiación o de llegar a conocimiento público la medida.





La indemnización, en tales casos, deberá, además, comprender los intereses a una tasa normal hasta la fecha del pago. Este se llevará a efecto sin tardanza indebida, será efectivamente realizable y transferible libremente.





Por su parte, al inversionista que se acoja a este convenio se le reconoce el derecho a que la medida de expropiación que lo afecte sea revisada judicialmente, en conformidad a la ley del Estado que ordena la expropiación, lo mismo que el avalúo de su inversión (artículo 4)..





Las condiciones y los procedimien�tos convenidos para las expropiabilidad de las inversiones armonizan con lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto y quinto del N° 24 del artículo 19 de la Constitución Política.





Los Gobiernos convienen, además, en compensar a los inversionistas por las pérdidas que experimenten a causa de riesgos no comerciales, como la declaración de hostilidades o un estado de emergencia nacional, insurrección, disturbios u otros hechos similares. En estos casos, el tratamiento no será menos favorable que el concedido a los inversionistas de cualquier tercer Estado (artículo 5).





Un cuarto compromiso de los Gobiernos garantiza a los inversionistas la libertad de pagos, remesas y tranferencias de instrumentos financieros o fondos que comprendan el valor de una liquidación. En estas transferencias, se incluyen, entre otros valores, las utilidades, dividendos, intereses; los pagos efectuados conforme a un préstamo relacionado con la inversión; "royalties"; pagos de asistencia técnica y los ingresos de nacionales de la otra Parte que trabajen en una inversión.





Esta libre transferencia no impedirá que alguno de los Gobiernos pueda imponer restricciones de cambio, en conformidad con su legislación interna, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que al respecto tenga o pueda tener como Parte Contratante del Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional.





En lo sustancial, esta referencia a las obligaciones contraidas por las Partes Contratantes en el marco del FMI se refieren a aquéllas que los Estados miembros aceptan para no imponer restricciones a los pagos ni a las transferencias por transacciones internacionales corrientes sin contar con la aprobación del Fondo, conforme lo señala el artículo VIII de su convenio constitutivo.





En el caso de Chile, la repatriación de capitales sólo podrá efectuarse un año después de que ellos hayan ingresado en el país, a menos que la legislación nacional establezca un tratamiento más favorable (N° 5 del artículo 6).





Dicho plazo es concordante con lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley N° 600, de 1974, sobre Estatuto de la Inversión Extranjera.





E1 quinto compromiso que contraen los Gobiernos les obliga a reconocer el derecho de subrogación de la Parte Contratante en los derechos o demandas del inversionista de su nacionalidad por los pagos que haya efectuado en virtud de una garantía otorgada a una inversión efectuada en el territorio de la otra Parte, obligada a dicho reconocimiento (artículo 7).





Las controversias entre las Partes Contratantes referentes a la interpretación o aplicación de este convenio deberán ser resueltas, en lo posible, mediante consultas, y, si por este medio no se llega a una solución, se recurrirá al arbitraje de un tribunal ad hoc, unilateralmente convocado, pero constituido en la forma y con las facultades que el convenio determina (artículo 8).





En cuanto a las controversias entre un inversionista y el Estado receptor de la inversión, se establece que ellas serán resueltas, en primer término, amigablemente, y si así no se lograre una solución, cualquiera .de las Partes en la controversia podrá someterla al tribunal competente del Estado receptor de la inversión (N°s. 1 y 2 del artículo 9).





Si tal controversia involucra el monto de la indemnización por expropiación y ella no es resuelta dentro de seis meses después de recurrir a las negociaciones, cualquiera de las Partes podrá someterla al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), regido por el convenio a que se ha hecho referencia en los antecedentes generales de este informe (I.2).





Cualquier controversia concernien�te a otras materias podrá ser sometida, por mutuo acuerdo, a un tribunal arbitral ad hoc, cuya composición y facultades se regulan en el convenio en informe (N°s. 4 a 8 del artículo 9).





E1 recurso unilateral al CIADI no será posible si la Parte ha decidido someter la controversia al tribunal competente del Estado receptor de la inversión (última norma del N° 3, relacionada con el N° 2 del artículo 9).





Cabe destacar que, de acuerdo con lo informado por el Comité de Inversiones Extranjeras, Chile es el primer país que ha logrado introducir la posibilidad de recurrir al arbitraje internacional por cualquier otro tipo de controversia, ya que hasta ahora China sólo había aceptado el arbitraje del CIADI para el caso de las expropiaciones.





Entre las cláusulas finales del convenio se establece e'1 mecanismo de consultas periódicas y alternadas, en Beijing y Santiago, para revisar su puesta en marcha, intercambiar informaciones sobre aspectos legales y oportunidades de inversión, resolver controversias y estudiar otros asuntos relacionados con las inversiones (artículo 12).





Las normas relativas a su entrada en vigor, duración y terminación señalan, básicamente, que este instrumento regirá a partir del mes siguiente a su ratificación por un período de cinco años y que se renovará automáticamente por tiempo indefinido, a menos que una Parte Contratante lo denuncie con un año de anticipación a la expiración del plazo de cinco (N°s. 1, 2 y 3 del artículo 13).





En el caso de producirse el término del convenio, las inversiones efectuadas a su amparo continuarán rigiéndose por sus normas por un período adicional de diez años, a contar de la fecha de expiración (N° 4 del artículo 13).





II. DECISIONES DE LA COMISION.





Concluido el estudio de este tratado, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana decidió aprobarlo, con la abstención del H. Diputado Coloma Correa, don Juan Antonio, y recomendaron adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos propuestos, con modificaciones formales menores, que no es necesario indicar, ya que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:





"Artículo único.� Apruébase el "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China relativo al fomento y protección recíproca de las inversiones", suscrito en Santiago, el 23 de marzo de 1994."





IV. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.





Se hace constar que este tratado no contempla disposiciones que merezcan las menciones que ordenan los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación.





V. DIPUTADO INFORMANTE.





Por unanimidad, en tal calidad se designó al H. Diputado señor CARLOS DUPRE SILVA.








Acordado en sesión del día 2 de agosto de 1994, con la asistencia de los Diputados señores Dupré Silva, don Carlos (Presidente en ejercicio de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Coloma Correa, don Juan Antonio; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn-Holt Letelier, don Tomás, y Valcarce Medina, don Carlos.





SALA DE LA COMISION, a 2 de agosto de 1994.





FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión





